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Resumen 
El conflicto armado que ha atravesado Colombia por más de 50 años, ha evidenciado la 
difícil situación de la infancia en Colombia frente al reclutamiento forzado del que son 
víctimas por grupos armados al margen de la ley. La coacción a la que se ven sometidos 
determina la entrada de estos menores a grupos armados, donde deben ejercer diferentes 
funciones. En el marco del Acuerdo de Paz, se pactó la amnistía para una serie de delitos 
cometidos por los guerrilleros de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (en 
adelante FARC), buscando establecer condiciones especiales de juzgamiento. Resulta 
relevante determinar cómo se juzgará el delito de reclutamiento forzado de menores en el 
marco de la implementación del proceso de paz que atraviesa Colombia.  
Palabras Clave: Delitos de Lesa Humanidad, Responsabilidad Penal, Amnistía, Indulto, 
Tratados Internacionales, Control de Convencionalidad, Reclutamiento de Menores, 
Colombia. 
 
Abstract  
The armed conflict that Colombia has been going through for more than 50 years has 
evidenced the difficult situation of children in Colombia in the face of the forced 
recruitment of victims by armed groups outside the law. The coercion to which they are 
subjected determines the entry of these minors into armed groups, where they must exercise 
different functions. Within the framework of the Peace Agreement, the amnesty was agreed 
upon for a series of crimes committed by the guerrillas of the Revolutionary Armed Forces 
of Colombia (hereinafter FARC), seeking to establish special conditions for trial. It is 
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relevant to determine how the crime of forced recruitment of minors will be judged in the 
framework of the implementation of the peace process that Colombia is going through. 
Key Words: Crimes against Humanity, Criminal Responsibility, Amnesty, Pardon, 
International Treaties, Control of Conventionality 
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Introducción 
El proceso de paz que se llevó a cabo entre el gobierno colombiano y las FARC, representa 
una esperanza para toda la población que ha tenido que vivir el flagelo de la guerra y vivir 
en carne propia sus consecuencias. Teniendo en cuenta que Colombia desde mediados del 
siglo pasado experimenta un conflicto armado no internacional (en adelante CANI) que se 
traduce en una lucha armada interna, la cual ha dejado millones de víctimas, la 
materialización de un proceso de paz en el país, tiene un significado histórico, tanto para 
los combatientes, las víctimas, y en general para toda la sociedad (Cruz, 2016). 
Un tema relevante dentro del proceso de paz es la entrega de todos los menores reclutados 
por parte de la guerrilla, y la identificación de si este delito puede o no ser sujeto de 
amnistía en el marco del proceso de paz, teniendo en cuenta las normas locales y de 
derecho internacional que Colombia ha integrado a su ordenamiento jurídico. 
 
 
Cabe resaltar que no existe claridad acerca de la responsabilidad penal que tendrá las 
cabecillas de las FARC frente al delito de reclutamiento forzado de menores de edad. Aun 
cuando es conocido que estos niños han tenido que pasar por muchas situaciones que 
vulneran sus derechos, es necesario establecer de manera clara el proceso que se seguirá 
para el juzgamiento de este delito y la reparación de las victimas del mismo, ya que el 
acuerdo no hizo referencia al tema de manera explícita (Pachón, 2009). 
Teniendo en cuenta que en Colombia la justicia transicional (JT)
3
, debe atender los criterios 
de reparación a víctimas con un enfoque diferencial, deben implementarse acciones 
concretas para el posacuerdo
4
 sobre los menores de edad que hicieron parte de las filas de 
las FARC-EP teniendo en cuenta las consecuencias físicas y psicológicas que se derivan de 
esta vulneración de derechos, así mismo se debe en el marco del derecho a la justicia 
revisar en este caso que tratamiento se dará a los mayores de responsables del reclutamiento 
forzado de menores de edad (Cáceres, 2013). 
Lo anterior, teniendo en cuenta lo expresado por Sierra & Cubides (2017) respecto de la 
reparación integral de víctimas, que debe estar compuesta por elementos como la 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y no repetición, lo que en el caso de 
los NNA reclutados por las FARC-EP es esencial, y debe ser planificado acuciosamente. 
En ese sentido el presente artículo de investigación se ha planteado la siguiente pregunta de 
investigación ¿Cómo se evaluará la responsabilidad penal de los altos mandos de las FARC 
por el delito de reclutamiento de menores de edad en el marco del proceso de paz?, el 
desarrollo del artículo se realizará a partir de una metodología documental descriptiva 
realizada a través del estudio del caso colombiano mediante un análisis hermenéutico del 
ordenamiento jurídico y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, concretamente la 
sentencia C- 203 de 2005. 
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1. Delito de Reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes: Definiciones y 
contexto en Colombia 
En el presente acápite, se desarrollara el concepto de reclutamiento forzado que hace 
referencia a la incorporación obligada de niños, niñas y adolescentes (en adelante NNA) a 
grupos armados ilegales para participar en las actividades ilegales que desarrollan. Ahora 
bien, reclutamiento de NNA hace referencia a lo dispuesto en el Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en conflictos 
armados (2000) que expresa que la edad mínima para participar directamente en 
hostilidades es de 18 años y adicionalmente prohíbe el reclutamiento voluntario o forzado 
de menores. Esta conducta será la que se entrara a analizar en el marco del proyecto de 
investigación, teniendo en cuenta los hechos ocurridos en Colombia. 
Igualmente, la anterior prohibición se ha establecido en las normas internas de varios países 
que presentan y han presentado conflictos armados internos e internacionales, lo anterior 
debido a que esta situación se considera como una causa común del delito de reclutamiento 
de menores de edad. Al respecto como lo indica Amnistía Internacional (2017), 
actualmente se calcula que hay entre 250.000 y 300.000 niños luchando en diversos 
conflictos armados, y que ejercen diversos oficios. Su reclutamiento comienza a la edad de 
10 años y son utilizados como máquinas de guerra que ejecutan incluso a sus padres y 
amigos. 
En efecto, el reclutamiento de menores de edad es una conducta penalizada en la 
legislación internacional y en la local. Como lo indica Mejía (2009) en Colombia grupos 
armados como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (en adelante FARC), el 
Ejército de Liberación Nacional (en adelante ELN) y grupos de autodefensas han reclutado 
NNA para integrar sus filas y desempeñar diversas labores que en ocasiones incluyen la 
participación activa en combate. 
Dicha vinculación permanente o transitoria de los NNA a grupos armados al margen de la 
Ley, generalmente se realiza por la fuerza, utilizando engaños o debido a condiciones 
personales de los menores como su economía, su lugar de residencia, entre otros, lo que 
representa una vulneración a las normas de Derechos Humanos y Derecho Internacional 
 
 
Humanitario, conocida por los máximos cabecillas de las FARC-EP, lo que evidencia su 
responsabilidad en esta conducta. 
Como lo indica Ortiz (2017) la desvinculación de los menores del conflicto, entendida 
como acto
5
 y como proceso
6
, tiene varios efectos como el desarme, desmovilización y 
reintegración a la vida en sociedad, por lo anterior deben plantearse de manera anticipada 
los mecanismos de restablecimiento de derechos del menor. 
Una vez concretada la definición del reclutamiento forzado de NNA, es necesario analizar 
las normas que se han emitido en esta materia en el marco del Derecho Internacional, tema 
con el que se procederá a continuación. 
 
1.1 Delito de reclutamiento forzado de menores desde la óptica de las 
normas internacionales: 
La necesidad de proteger a los NNA que se encuentran en medio de un conflicto armado ha 
hecho necesario que organismos de derecho internacional como la Organización de 
Naciones Unidas, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Corte Penal 
Internacional, entre otros, desarrollen diversos instrumentos internacionales para la 
prevención, juzgamiento y castigo en casos de reclutamiento forzado de menores de edad. 
Los cuales son, en primer lugar, se encuentran la Convención sobre los Derechos del Niño 
(en adelante CDN) adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
Resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989
7
. En segundo lugar, el Convenio 182 de 
1999
8
 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), sobre las peores formas de 
trabajo infantil, en su artículo 3 considera una de las peores formas de trabajo el 
reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados 
(Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional, 2016). En tercer lugar, el 
Estatuto de la Corte Penal Internacional de 1998
9
 que en el artículo 8.2 en su numeral vii, 
de dicho Estatuto expresa que en la categoría de crímenes de guerra en conflictos armados 
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no internacionales se encuentra el reclutamiento o alistamiento de niños menores de edad 
en grupos armados. 
Ahora, en cuanto al Protocolo facultativo relativo a la Participación de Niños en los 
Conflictos Armados
10
 que fue aceptado por la Asamblea General el 25 de mayo de 2000, 
mediante Resolución A/RES/54/263 hace referencia concretamente a que la obligación de 
los Estados Partes de adoptar medidas tendientes a que los menores de 18 años no sean 
reclutados ni participen directamente en hostilidades (UNICEF, 2009).  
Como lo indican Cubides, Chacón & Rodríguez (2016) la Organización de Naciones 
Unidas en 2007, mediante los Principios de París
11
 y la guía sobre niñez vinculada con 
fuerzas o grupos armados, reafirmó el compromiso de los Estados frente a la prevención de 
Reclutamiento forzado de menores de edad y se desarrolló de manera más amplia lo 
expresado en los Principios de Ciudad del Cabo de 1997. La importancia de lo anterior 
radica, en que, en esta herramienta se recopilan los principios que deben orientar las 
políticas públicas de los Estados para prevenir el reclutamiento, sancionarlo cuando ocurra 
y adicional, facilitar la reinserción de los menores a la vida civil de NNA vinculados a 
grupos armados. 
1.2 Delito de reclutamiento forzado de menores en la legislación 
colombiana: 
En primer lugar es preciso indicar que todas las herramientas normativas de carácter 
internacional mencionadas anteriormente, se entienden incorporadas a la legislación interna 
mediante la figura del bloque de constitucionalidad
12
. Al respecto Cubides, Reyes y Castro 
(2017) expresan que la Constitución Política de 1991 ha previsto que los convenios y 
tratados internacionales que versen sobre derechos humanos deben predominar en el orden 
interno, por lo cual la legislación que se realice sobre el tema debe atender los criterios 
dispuestos en materia de convencionalidad.  
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De igual manera, en Colombia el reclutamiento forzado de menores de edad se encuentra 
tipificado como un tipo penal que esta descrito dentro del Código Penal (Ley 599 de 2000) 
bajo el Titulo II que enmarca los delitos que como bien jurídico tutelado tienen las personas 
y bienes protegidos por el derecho internacional humanitario, concretamente en el artículo 
162
13
. Lo anterior se da, en el marco de las normas internas y tratados internacionales 
ratificados por Colombia que buscan garantizan los derechos de los menores de edad, 
teniendo en cuenta que el reclutamiento forzado es una conducta que vulnera de manera 
evidente derechos del menor, normas de Derechos Humanos y de Derecho Internacional 
Humanitario.  
Al respecto, la Corte Constitucional (2017) en sentencia C 541, indica lo siguiente respecto 
de la vulneración de derechos del menor por el reclutamiento forzado: 
Conforme a los tratados internacionales de derechos humanos que hacen parten del 
bloque de constitucionalidad, al Estado colombiano se le atribuyen especiales 
obligaciones en la promoción y protección de los derechos de las víctimas de 
reclutamiento ilícito, entre las cuales se cuenta la de reparar y restituir los derechos 
afectados con la victimización. Respecto de esta obligación, el mismo derecho 
internacional ha señalado que los programas de desvinculación y reintegración social 
forman parte fundamental de dicho deber (Corte Constitucional, C541, 2017). 
La situación de reclutamiento forzado de menores que se ha presentado en Colombia, da 
cuenta de la magnitud de la problemática, en la actualidad de acuerdo a las cifras 
estadísticas proporcionadas por la Unidad de Victimas (2018) se puede observar el número 
de niños desvinculados de grupos armados en Colombia hasta el año 2017. 
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Figura 1. Niños, niñas y adolescentes desvinculados de grupos armados por año 
 
Fuente: Unidad de Victimas (2018) 
Los datos anteriores permiten concluir que los NNA que son víctimas con mayor frecuencia del 
delito de reclutamiento forzado se encuentran en un rango de edad de los 12 a los 17 años, esto en 
razón de su capacidad para llevar a cabo trabajos dentro de las filas de las los grupos armados y 
hacer parte de los combates. No obstante se observa que en los años 2010 a 2013 el número de 
menores de edad reclutado entre los 6 y 11 años fue considerable, además aunque es un porcentaje 
mínimo se logra identificar que existieron menores de 0 a 5 años que hicieron parte de las filas de 
grupos armados. 
Lo anterior, permite identificar el panorama crítico de reclutamiento forzado a los que fueron 
sometidos los NNA en Colombia, y como los grupos armados no tuvieron consideración alguna 
respecto de la edad de los menores que eran reclutados.  
2. Indulto y amnistía para crímenes de guerra como el reclutamiento forzado de 
menores de edad. 
Los crímenes de guerra fueron definidos en los Tribunales de Nüremberg, como “violación 
de los usos y costumbres de la guerra”, que puede consistir en asesinatos, malos tratos, 
deportación y trabajos forzados a civiles y prisioneros, ejecución de rehenes y 
destrucciones no debidas a razones militares. Más adelante se acogería nuevamente el 
 
 
término en los tribunales ad hoc para Ruanda y la ex Yugoslavia, así como en el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional (Roberge, 1997). 
En los conflictos armados que no sean de índole internacional todas las violaciones graves 
del artículo 3 del Convenio de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquier acto 
cometido en contra personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos 
los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas 
fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa. 
En el conflicto armado colombiano una de las mayores preocupaciones por parte del 
Gobierno y de la comunidad internacional a lo largo de los años fue el reclutamiento de 
menores por parte de los grupos armados ilegales. Un estudio del Centro de Memoria 
Histórica colombiano (2017) reveló que en un periodo de guerra de 56 años comprendido 
entre 1958 y 2015 se presentaron más de dieciséis mil casos de reclutamiento de menores. 
Como lo indica Lennon (2006) el derecho internacional ha hecho expresa la imposibilidad 
que tienen los Estados para dar amnistía o indultar delitos de lesa humanidad y crímenes de 
guerra, asegurando que la acción penal contra las personas acusadas de haber cometido 
crímenes de guerra es un aspecto fundamental del derecho de una víctima a que se haga 
justicia. 
Lo anterior teniendo en cuenta aspectos como los derechos de las víctimas a obtener justicia 
de manera tangible y la necesidad del Estado de castigar las atrocidades cometidas de una 
manera que no se generen nuevas violencias y contribuya al proceso de reconciliación. Por 
tal motivo una justicia reparadora que combine amnistías limitadas con otros mecanismos 
de responsabilidad puede constituir un medio de garantizar el Estado de derecho, sin 
desatender la complejidad del proceso de transición (Sierra & Cubides, 2017). 
Es claro entonces que las amnistías propuestas dentro de los procesos de paz tienen un 
límite, teniendo en cuenta que las mismas no pueden constituir una propensión a la 
impunidad o la vulneración de los derechos de las víctimas. En razón de lo anterior, se 
deben tener en cuenta los parámetros del derecho internacional que se han definido frente a 
amnistías impermisibles. 
 
 
De esta manera las ONU, la comunidad internacional, gran parte de los tratadistas, así 
como la Corte Penal Internacional coinciden en que todas las amnistías que impidan el 
enjuiciamiento de crímenes de guerra, que son también conocidos como violaciones graves 
del derecho internacional humanitario, bien sea que se cometan en el transcurso de un 
conflicto armado internacional o no internacional, se constituyen como incompatibles con 
las obligaciones que tienen los Estados en virtud de los Convenios de Ginebra de 1949 y 
sus Protocolos de 1977, que han sido ratificados ampliamente, y pueden violar también el 
derecho internacional consuetudinario (Matute, 2010). 
En este sentido, debe indicarse que Colombia acogió los preceptos del derecho 
internacional respecto de los indultos y amnistías, teniendo en cuenta que la Ley 1820 de 
2016 en el parágrafo de articulo 23 excluyo de manera taxativa los delitos que no puede ser 
objeto de amnistía o indulto, lo que representa que el legislador se acogió a los dispuesto en 
el derecho internacional, realizando un control de convencionalidad en la redacción de esta 
ley (Sierra, Cubides & Carrasco, 2016, p. 55). 
3. El análisis de constitucionalidad de la Ley de amnistía en Colombia  
La Ley 1820 de 2016 conocida como Ley de amnistía fue elaborada a partir de las 
negociaciones llevadas a cabo dentro del proceso de paz entre el Gobierno colombiano y el 
grupo armado de las FARC, hace referencia al tratamiento penal que se les dará a los 
miembros de dicho grupo por los delitos cometidos por actos cometidos en ocasión el 
conflicto armado. 
Como lo indica Londoño (2015) las FARC se convirtieron en el principal reclutador de 
menores en el Estado colombiano con fines económicos y militares, siendo un hecho 
evidente y reiterado en los departamentos de Antioquia, Caquetá y Meta (Unidad de 
Victimas, 2018) donde había más presencia de este grupo armado. El juzgamiento de este 
delito representa un desafío para el gobierno teniendo en cuenta las obligaciones adquiridas 
en virtud de la ratificación de normas internacionales como tratados o convenios, ya 
enunciados. 
El Congreso de la Republica de Colombia expidió la Ley 1820 de (2016) por medio de la 
cual se dictan disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales y 
 
 
otras disposiciones. Esta ley tiene como objeto regular las amnistías e indultos por los 
delitos políticos y los delitos conexos para excombatientes guerrilleros que se sometan a la 
dejación de armas. 
El Ministerio de Justicia y del Derecho (2017) expresa lo siguiente frente a las razones por 
las que se otorgan amnistías, indultos o tratamientos penales diferenciales: 
El tratamiento especial de justicia se otorga para lograr al mismo tiempo la terminación 
definitiva del conflicto armado y la máxima satisfacción posible de los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición. La diferencia entre las 
sanciones obedece a la disposición al reconocimiento de verdad y responsabilidad. En 
todo caso la ley establece que cualquier tratamiento especial estará condicionado a la 
contribución a la satisfacción de los derechos de las víctimas (p.1). 
Ahora bien, esta ley no aplica para todos los delitos cometidos por excombatientes, ya que 
los delitos de lesa humanidad, el genocidio, los graves crímenes de guerra, la toma de 
rehenes u otra privación grave de la libertad, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, la 
desaparición forzada, el acceso carnal violento y otras formas de violencia sexual, la 
sustracción de menores, el desplazamiento forzado, además del reclutamiento de menores 
son conductas punibles que de conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma no 
podrán ser objeto de amnistía o un indulto (Consultoría para los Derechos Humanos y el 
Desplazamiento, 2017). 
A continuación, se expondrá la manera en que se planteó el juzgamiento del delito de 
reclutamiento de menores en esta Ley, y posteriormente, cuál fue el análisis que realizó la 
Corte Constitucional de dichas disposiciones.  
3.1 Texto original de la Ley 1820 de 2016: 
Como lo indica en esta Ley se hace referencia a las amnistías, indultos y tratamientos 
penales diferenciales para excombatientes, frente al delito de reclutamiento de menores y su 
exclusión en el contexto de esta ley (Ramírez, 2017). 
El legislador, al definir la regla de exclusión de amnistías utilizó una remisión al Estatuto 
de Roma que expresa que el reclutamiento forzado de menores se configura cuando se 
presenta en niños menores de 15 años, sin embargo, las normas de derecho interno han 
indicado que este delito procede cuando se recluten menores de 18 años, lo que representa 
 
 
una confusión respecto de la edad que se tomaría como referencia para la imputación del 
delito de reclutamiento forzado de NNA. 
Así entonces, se planteó inicialmente en el texto de la Ley referente a la exclusión del delito 
de reclutamiento forzado de menores de amnistías e indultos y, expresaba lo siguiente en el 
parágrafo del artículo 23, cabe resaltar que este es el texto inicial de la Ley, sin las 
modificaciones introducidas posteriormente por la Corte Constitucional: 
PARÁGRAFO. En ningún caso serán objeto de amnistía o indulto únicamente los delitos 
que correspondan a las conductas siguientes:  
a) Los delitos de lesa humanidad, el genocidio, los graves crímenes de guerra, la toma de 
rehenes u otra privación grave de la libertad, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, la 
desaparición forzada, el acceso carnal violento y otras formas de violencia sexual, la 
sustracción de menores, el desplazamiento forzado, además del reclutamiento de menores, 
de conformidad con lo establecido en el Estatuto de Roma. En el evento de que alguna 
sentencia penal hubiere utilizado los términos ferocidad, barbarie u otro equivalente, no se 
podrá conceder amnistía e indulto exclusivamente por las conductas delictivas que 
correspondan a las aquí enunciadas como no amnistiables; 
b) Los delitos comunes que carecen de relación con la rebelión, es decir aquellos que no 
hayan sido cometidos en el contexto y en razón de la rebelión durante el conflicto armado o 
cuya motivación haya sido obtener beneficio personal, propio o de un tercero. Lo 
establecido en este artículo no obsta para que se consideren delitos conexos con los delitos 
políticos aquellas conductas que hayan sido calificadas de manera autónoma como delitos 
comunes, siempre y cuando estas se hubieran cometido en función del delito político y de la 
rebelión. 
Ahora bien, el texto de la Ley presentó una serie de críticas, por imprecisiones que se 
consignaron en la misma y no permitían dar claridad a la edad desde la cual se 
consideraría el delito de reclutamiento forzado. Al respecto Bacares (2015) indica que el 
reclutamiento de niños niñas como crimen de guerra en el Bloque de Constitucionalidad 
ha de considerarse para todas aquellas personas menores de 18 años en armonía con el 
numeral 11
14
 de los Principios de París de 2007. 
Como lo indica Ramírez (2017) la impunidad ante un crimen de guerra, es decir la 
incapacidad de un Estado de adelantar las investigaciones por el delito de reclutamiento 
forzado, dan competencia a la Corte Penal Internacional para adelantar investigaciones y 
                                                             
14 Los Estados se comprometen a garantizar que todos los niños y niñas menores de 18 años que están o han 
sido reclutados o utilizados ilícitamente por fuerzas o grupos armados y están acusados de crímenes contra el 
derecho internacional, sean considerados principalmente como víctimas de violaciones contra el derecho 
internacional y no como presuntos responsables. Hay que tratarlos de conformidad con las normas 
internacionales para la justicia de menores. 
 
 
proferir decisiones penales individuales, siempre y cuando los hechos se hayan presentado 
con posterioridad a noviembre de 2009. 
Dicho lo anterior, se procederá a analizar lo expresado por la Corte Constitucional 
respecto del reclutamiento forzado de menores de edad como crimen de guerra. 
3.2 Análisis de constitucionalidad de la Corte Constitucional referente al 
delito de reclutamiento forzado de la Ley 1820 de 2016: 
Teniendo en cuenta las dificultades sobre la interpretación sobre el reclutamiento de 
menores que se presentó en esta ley en razón de las diferencias que existen en el 
ordenamiento jurídico interno y las disposiciones del Estatuto de Roma sobre la edad desde 
la que debe considerarse el reclutamiento de NNA. 
El artículo 162
15
 del Código Penal colombiano se establece el tipo penal de reclutamiento 
ilícito, cuyos verbos rectores son reclutar personas menores de 18 años y obligarlas a 
participar directa o indirectamente en las hostilidades. Mientras tanto el estatuto de Roma 
plantea como crimen de guerra “Reclutar o alistar a niños menores de 15 años en las 
fuerzas armadas nacionales o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades” 
(Ortega, 2015). 
Considera la Corte Constitucional en la sentencia C-007 de 2018 que respecto del 
ordenamiento jurídico interno y el Estatuto de Roma, que existen dos diferencias 
relevantes, la primera de ellas tiene que ver con la descripción de las conductas castigadas 
en uno y otro ámbito; y la segunda, con la edad del sujeto pasivo de la conducta. Lo que 
genera un debate constitucional teniendo en cuenta que de acuerdo a los criterios acogidos 
se establecerá el ámbito de aplicación de la Ley 1820 de 2016.  
Teniendo en cuenta que en Colombia de forma reiterada la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha expresado la importancia de la especial protección de los niños, niñas y 
adolescentes establecida en la Constitución (Hinestroza, 2008) y la obligación del Estado 
de garantizar la prevalencia de sus derechos, y el interés superior del niño, Colombia ha 
                                                             
15 Artículo 162. Reclutamiento ilícito. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, reclute 
menores de dieciocho (18) años o los obligue a participar directa o indirectamente en las hostilidades o en 
acciones armadas, incurrirá en prisión de seis (6) a diez (10) años y multa de seiscientos (600) a mil (1.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
 
adoptado los más estrictos estándares del derecho internacional para evitar que las personas 
menores de 18 años participen en los conflictos. 
Así entonces, la Corte Constitucional en sentencia C-007 de (2018) describe lo siguiente, 
respecto al fundamento de la decisión: 
A partir del Amicus curiae de la Unicef ante el Tribunal especial para Sierra Leona 
(TESL), las providencias del Tribunal citado y el número de ratificaciones y adhesiones 
al Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 
participación de niños en los conflictos armados (PFCDNPCA), puede afirmarse que, 
por lo menos, al momento de entrada en vigor del referido instrumento para Colombia 
(25 de junio de 2005), la prohibición del reclutamiento de menores de 18 años, como un 
crimen internacional, forma parte del derecho consuetudinario y su comisión acarrea 
responsabilidad penal individual. La razón para escoger esta fecha parte de las siguientes 
consideraciones: (i) al 2001, cerca del 80% de los Estados con edad de reclutamiento 
obligatorio la establecían en 18 años o más, y la misma edad era establecida por 74 de 
los 126 Estados con reclutamiento voluntario; (ii) tanto el TESL como Unicef 
concuerdan en que el proceso de desarrollo relativo al reclutamiento de niños soldados 
menores de 18 años culminó con la codificación de la cuestión en el PFCDNPCA; (iii) 
Colombia fue el Estado número 98 en obligarse por el mencionado instrumento; y (iv) la 
adopción de esta posición no implica la definición de un crimen, sino únicamente la 
precisión acerca del estándar de aplicación de beneficios dentro de la Ley 1820 de 2016. 
En razón de lo anteriormente expuesto, la Corte Constitucional decide declarar la 
exequibilidad condicionada de la expresión “reclutamiento de menores conforme a lo 
establecido en el Estatuto de Roma”, contenida en distintas disposiciones de la Ley 1820 de 
2016 (artículos 23, 30, 46, 47, 52 y 57), la cual deberá entenderse así: “el reclutamiento de 
menores de 15 años en el caso de conductas ocurridas hasta el 25 de junio de 2005, y el 
reclutamiento de menores de 18 años en el caso de conductas ocurridas con posterioridad a 
esa fecha” (Corte Constitucional, Sentencia C-007 de 2018). 
Como puede observarse, la Corte Constitucional da un espectro más amplio a la exclusión 
de amnistías e indultos por delitos como el reclutamiento forzado de menores de edad, 
acogiendo los postulados de derecho internacional, sin embargo la expedición de la Ley 
1922 de 2018 deja serias dudas respecto del derecho a la justicia de las víctimas, teniendo 
en cuenta que el proceso plantea en primera instancia un reconocimiento de verdad en los 
hechos delictivos que hayan cometidos los integrantes de las FARC-EP, y es evidente que 
ninguno de estos individuos reconocería la responsabilidad en casos de reclutamiento 
 
 
forzados de NNA, teniendo en cuenta la magnitud de esta conducta punible, así mismos 
cuando se establece una medida de aseguramiento en los casos que no hay reconocimiento 
de responsabilidad, el proceso exige una individualización de los acusados, incluyendo sus 
nombres, los datos que sirvan para identificarlos y el domicilio de citaciones, lo cual 
difícilmente se conocerá, por lo tanto el procedimiento no avala los criterios de derecho a la 
justicia de las víctimas de hechos delictivos, mucho menos de los NNA victimas de 
reclutamiento forzado. 
3.3 Responsabilidad penal de los máximos responsables de delitos de 
lesa humanidad y crímenes de guerra en las FARC: 
La preocupación de la comunidad penal internacional ante la falta de responsabilidad de los 
altos mandos de la FARC por los crímenes de guerra cometidos durante el conflicto armado 
colombiano tiene un trasfondo jurídico que demanda atención, teniendo en cuenta que se 
abre paso a la impunidad por la comisión de delitos que fueron ordenados por los altos 
mandos de las FARC en el marco de una estructura de poder organizado. 
En este sentido, el artículo 24 del Acto Legislativo 01 de 2017 o Ley estatutaria sobre la 
Justicia Especial para la Paz estipula que, para la determinación de la responsabilidad del 
mando, la Jurisdicción Especial para la Paz aplicará, en el caso de los miembros de la 
Fuerza Pública, el Código Penal colombiano, el Derecho Internacional Humanitario como 
ley especial, y las reglas operacionales de la Fuerza Pública en relación con el DIH siempre 
que ellas no sean contrarias a la normatividad legal. 
La determinación de la responsabilidad del mando no podrá fundarse exclusivamente en el 
rango, la jerarquía o el ámbito de jurisdicción, en este sentido la responsabilidad ya no será 
del mando sino la responsabilidad será por el mando, en donde efectivamente lo que se deja 
muy en claro es que las altas cabecillas no recibirán ningún tipo de condena explícita o 
reparadora porque ellos son los que ordenan no los que ejecutan (Daza, 2017). La 
responsabilidad de los miembros de la Fuerza Pública o el grupo armado ilegal por los 
actos de sus subordinados deberá fundarse en el control efectivo de la respectiva conducta, 
en el conocimiento basado en la información a su disposición antes, durante, o después de 
la realización de la respectiva conducta, así como en los medios a su alcance para prevenir 
que se cometa o se siga cometiendo la conducta punible, siempre y cuando las condiciones 
 
 
fácticas lo permitan, y de haber ocurrido, promover las investigaciones procedentes 
(Olasolo, Mateus & Contreras 2016). 
Al respecto Olasolo (2018) ha indicado que la responsabilidad de los superiores, indica que 
la Justicia Especial para la Paz deberá aplicar el Código penal, lo que representa un 
problema teniendo en cuenta que esté no recoge la Responsabilidad de los mayores jefes de 
las organizaciones, y los intentos de la Corte Constitucional Colombiana y la Sala Penal de 
la Corte Suprema de Justicia por igualar esta con la comisión por omisión y la autoría 
mediata por aparatos organizados de poder restringen de manera muy significativa su 
ámbito de aplicación. 
Lo anterior debe tenerse en cuenta, para identificar a los máximos responsables de los 
delitos como el reclutamiento forzado de menores, teniendo en cuenta que el grupo armado 
ilegal de las FARC, donde el jefe o cabecilla del frente de la organización emite una orden 
criminal con el pleno conocimiento de que sus subordinados la ejecutarán (Huertas, Amaya 
& Malte, 2013). 
Lo anterior teniendo en cuenta que no puede juzgarse únicamente a los mando medios o los 
miembros de esta organización, teniendo en cuenta que esto abre paso a que la comunidad 
internacional pueda aplicar intervenir, teniendo en cuenta los Derechos Humanos y el 
Derecho Internacional Humanitario. Así entonces, como lo indica Quintero (2016) en el 
caso de que no existan mecanismos apropiados y efectivos de justicia transicional en caso 
de negociaciones y resoluciones de conflictos armados, para juzgar a los máximos 
responsables que perpetraron delitos como el reclutamiento de NNA, se abre la posibilidad 
de que la Corte Penal Internacional intervenga. 
Conclusiones 
El reclutamiento forzado de menores de edad es uno de los temas que se discutieron en las 
negociaciones del proceso de paz entre el Gobierno y la guerrilla de las FARC. De lo 
anterior se derivaron una serie de compromisos frente a la desvinculación de todos los 
menores que se encontraban en sus filas, de los cuales no existe certeza del cumplimiento, 
lo que representa una falla estructural del proceso de paz 
 
 
 Sin embargo, no se examinó con detenimiento el grado de responsabilidad de los altos 
mandos o cabecillas de las FARC EP, ya que si bien la Ley 1922 considero algunos 
aspectos de tema, lo que realmente hizo fue acomodar a responsabilidad penal de los 
máximos responsables a procesos de reconocimiento de responsabilidad que no traerán 
como efecto el derecho a la justicia, frente a la comisión del reclutamiento forzado de 
NNA.  
Lo anterior teniendo en cuenta que el reclutamiento forzado es considerado como crimen de 
guerra, y por lo tanto no puede ser objeto de indulto, amnistía o penas alternativas, así 
mismo debe tenerse en cuenta que la Corte Penal Internacional ha expresado la obligación 
de los Estados de juzgar este tipo de conductas y garantizar la reparación de las víctimas. 
Así mismo, y de acuerdo a la Ley Estatutaria De La Administración De Justicia en La 
Jurisdicción Especial Para La Paz el delito de reclutamiento de menores de edad será 
juzgado por esta jurisdicción, que deberá priorizarlo en razón de lo dispuesto en el acto 
legislativo 01 de 2017. 
Sin embargo, no se ha hecho referencia al juzgamiento de los máximos responsables de este 
delito que son los cabecillas de las FARC EP, que tiene como fundamento lo expuesto 
sobre la autoría mediata en estructuras de organizados de poder organizado y la teoría del 
dominio del hecho. Si bien se definen unos lineamientos sobre la determinación de los 
mandos en la fuerza pública, no se hace referencia de manera explícita la aplicación de 
dichos criterios a los miembros de las FARC EP. 
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